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Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe


PROYECTO DE COMUNICACION

Pedido de Informes

LA CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE SANTA FE vería con agrado que la Corte Suprema de Justicia de la Provincia informe a esta Cámara en relación a los siguientes puntos:

1. Se remitan a esta Cámara de Diputados copias de las instrucciones impartidas por escrito por el Sr. Procurador General de la Corte en los últimos cinco (5) años, a los demás integrantes del Ministerio Público; y de las pautas generales impartidas a los fiscales de primera instancia estableciendo prioridades en materia de persecución penal, en el marco de las atribuciones que le confiere el artículo 131, inc. 3 de la Ley Nº 10.160.

2. Se remitan a esta Cámara de Diputados copias de las instrucciones por escrito particulares o generales dirigidas por el Sr. Procurador General de la Corte en los últimos cinco (5) años, a los restantes integrantes del Ministerio Público; y de las pautas impartidas a los fiscales de primera instancia, relacionadas con las denominadas causas emblemáticas, alcanzadas por la Acordada de la Corte Suprema de fecha 27 de Julio de 2005, Acta N° 27,  en el marco de las competencias que le confiere el artículo 131, inc. 3 de la Ley Nº 10.160.

3. Se remitan a esta Cámara de Diputados copias de los pronto despachos solicitados por el Sr. Procurador General de la Corte en los últimos cinco (5) años, a los distintos Jueces y Cámaras de Apelación, por vencimiento del término que la ley procesal fija para dictar sentencia definitiva o interlocutoria, en el marco de las atribuciones que le confiere el artículo 131, inc. 9 de la Ley Nº 10.160.

4. Se remitan a esta Cámara de Diputados copias de los informes de inspección de fiscalías que en los últimos cinco (5) años, fueron elevados por los Fiscales de las Cámaras de Apelación al Sr. Procurador de la Corte en el marco de las atribuciones y deberes que les confiere el artículo 134, inc. 7 de la Ley Nº 10.160. 

5. Se remita a esta Cámara de Diputados, el listado de causas en las cuales en los últimos cinco (5) años, el Sr. Procurador General de la Corte hizo uso de la facultad que le confiere el art.131 inc.11 de la ley Nº 10160, disponiendo la actuación conjunta o alternativa de dos o más fiscales de igual jerarquía en un mismo proceso, cuando la importancia o complejidad del asunto así lo justifique. 

6. Se remita a esta Cámara de Diputados, el listado de causas en las cuales en los últimos cinco (5) años, el Sr. Procurador General de la Corte propuso la aplicación de sanciones disciplinarias contra magistrados y personal del Poder Judicial y dispuso iguales medidas a integrantes del Ministerio Público, en el marco de las atribuciones que le confiere el art.131 inc. 8 de la ley Nº 10160.

7. Se informe a esta Cámara de Diputados, el listado de causas en las cuales en los últimos cinco (5) años, el Sr. Procurador General de la Corte resolvió disponer de medios técnicos específicos o recursos humanos especializados en determinadas materias de las cuales el Ministerio Público carecía. Si se contrataron o no dichos servicios y en qué casos; y si se dejó constancia de haber realizado la solicitud a la Corte Suprema, al Poder Ejecutivo o la Legislatura Provincial a los fines de que se habiliten las partidas necesarias en el presupuesto respectivo.
8. Se informe a esta Cámara de Diputados, si en las denominadas causas emblemáticas alcanzadas por la Acordada de la Corte Suprema de fecha 27 de julio de 2005, el Sr. Procurador General de la Corte evaluó la posibilidad de afectar de modo especial a profesionales calificados, atento a la trascendencia institucional, la importancia económica y/o el nivel y calidad de los servicios jurídicos privados contratados por los distintos imputados en las causas en cuestión.
Fundamentos

Sr. Presidente

La Constitución Provincial establece en el Capítulo Único de su Sección Quinta, que el Poder Judicial de la Provincia es ejercido exclusivamente por una Corte Suprema de Justicia que estará compuesta por cinco ministros como mínimo y por un procurador general.

Es la denominada Ley Orgánica de Tribunales -Nº 10.160-, quien ubica al Procurador General de la Corte como cabeza del Ministerio Público, al mismo tiempo que regula de manera minuciosa las enormes atribuciones con que cuenta. 

Es el Procurador General quien define las líneas de conducción hacia el interior del Ministerio Público ejerciendo el debido control sobre ellas, es decir, estableciendo prioridades y fijando la política de trabajo.

Dentro de estas atribuciones, aparecen como muy relevantes las de realizar el seguimiento de las distintas causas evitando la prescripción de las mismas, la de proponer la aplicación de sanciones disciplinarias contra magistrados y personal del poder judicial y disponerlas respecto de los integrantes del Ministerio Público, además de poder disponer la actuación conjunta o alternativa de dos o mas fiscales de igual jerarquía en un mismo proceso cuando la importancia o complejidad del asunto así lo justifique.

También son muy importantes las atribuciones que la misma ley les confiere a los Fiscales de Cámara, en orden a realizar un seguimiento de las distintas causas, garantizando una eficaz prestación del servicio de justicia.

Indudablemente, y sin abrir juicio al respecto, en el último tiempo se ha podido observar una notable ausencia de resultados en una serie de causas con gran trascendencia institucional (IBM-Banco de Santa Fe, Vanrell, Fibraca, Storni, Martínez, Caja de Jubilaciones, entre otros). Esto movió a los integrantes de la Corte Suprema de Justicia a dictar la Acordada de fecha 27 de julio de 2005 instruyendo a las Presidencias de las Cámaras Penal de Apelaciones de la Provincia para que realicen las averiguaciones correspondientes.

De todas maneras surge de manera evidente que desde la Procuración General, cabeza del Ministerio Público, se podría haber realizado un seguimiento y control más intenso sobre estas causas y los funcionarios judiciales intervinientes.

No hay que perder de vista la trascendencia institucional de estas causas, muy importantes para la provincia no sólo en términos económicos, sino también por lo que  representan en orden a la posibilidad de fijar un importante precedente jurisprudencial en materia de lucha contra la corrupción y control de la gestión pública.
Entendemos que el Procurador General de la Corte no podía desconocer el nivel y calidad de los servicios jurídicos privados contratados por los imputados en las causas en cuestión, con lo que fácilmente podía preveer un desequilibrio en la relación procesal en perjuicio de la Provincia, otorgando ventajas importantes al no disponer la formación de un equipo de trabajo competitivo para atenderlos.
No pretendemos desde nuestro lugar forzar un fallo que incrimine a los funcionarios involucrados sin guardar las garantías debidas al proceso dentro de un estado de derecho, pero flaco favor le haríamos a nuestras instituciones, si seguimos tolerando la ineficacia de los organismos del estado encargados de velar por el control y la justicia de los intereses sociales.

Es por todo lo expuesto anteriormente, que solicitamos a nuestros pares, nos acompañen en la sanción del presente proyecto.
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